INSTRUCCIÓN 8/98 DEL DIRECTOR DEL SERVICIO CANARIO DE LA SALUD POR LA QUE SE ESTABLECEN LOS CRITERIOS ORGANIZATIVOS REFERENTES A LA EXTENSIÓN DEL PARTE DE DEFUNCIÓN.

Según el artículo 85 de la Ley de Registro Civil, de 8 de junio de 1957 (B.O.E. núm. 151, de 10 de junio), será necesaria la certificación médica de la existencia de señales inequívocas de muerte para proceder a la inscripción de defunción. En los casos en que falte certificado médico o éste sea incompleto o contradictorio, o el encargado lo estime necesario, el médico forense, o su sustituto, emitirá dictamen sobre la causa de muerte, incluso mediante examen del cadáver por sí mismo.

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 274 del Reglamento de la Ley de Registro Civil, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958 (B.O.E. núm. 296, de 11 de diciembre), que establece que el facultativo que haya asistido al difunto en su última enfermedad o cualquier otro que reconozca el cadáver enviará inmediatamente al Registro parte de defunción en el que, además del nombre, apellidos, carácter y número de colegiación del que lo suscribe, constará que existen señales inequívocas de muerte, su causa y, con la precisión que la inscripción requiere, fecha, hora y lugar del fallecimiento y menciones de identidad del difunto, indicando si es conocido de ciencia propia o acreditada y, en este supuesto, documentos oficiales examinados o menciones de identidad de persona que firme los datos, la cual también firmará el parte.

Si hubiera indicios de muerte violenta se comunicará urgente y especialmente al Encargado.

Considerando que extender el certificado de defunción es competencia única y exclusiva de todo facultativo perteneciente al Cuerpo de Médicos, y resaltando la importancia que tiene la determinación de la causa de fallecimiento en el momento de extender el referido parte de defunción, con objeto de evitar que puedan surgir equívocos o disfunciones en la extensión de los partes de defunción, y molestias o trastornos a los familiares de los fallecidos en difíciles circunstancias, resulta necesario concretar su aplicación entre los profesionales dependientes del Servicio Canario de la Salud y de la Red de Atención Urgente (Teléfono de emergencias 112).

Para ello y por lo anteriormente expuesto, de conformidad con lo previsto en el artículo 21 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, y en uso de las atribuciones expresamente señaladas en los art. 60 apartados i) y j) de la Ley 11/1994, de 26 de julio, de Ordenación Sanitaria de Canarias y art. 9.2 apartados d) y e), esta Dirección del Servicio Canario de la Salud decide aprobar las siguientes

 

INSTRUCCIONES

1. Que en todo caso tanto el facultativo que se encuentra atendiendo al paciente en el momento de producirse el óbito, como el que es avisado de urgencias y al llegar encuentra que acaba de producirse el fallecimiento, deben asumir la responsabilidad de la comunicación/documentación de dicho fallecimiento. A este respecto deberán considerarse tres supuestos:

1.1. De la atención del fallecido puede inferirse razonablemente la causa de la muerte. Entonces se extenderá el correspondiente Parte de Defunción. 

1.2. De la atención del fallecido y/o de su exploración pueden deducirse indicios de causa violenta. Deberá comunicarse el caso urgentemente al Encargado del Registro Civil o Juzgado. 

1.3. El individuo está difunto y no se reconoce por simple inspección visual la causa de la muerte. En este caso, como Profesional Facultativo se indagarán las posibles causas, solicitando información a la familia sobre síntomas y padecimientos, informes clínicos, últimas visitas a Hospitales y Centros de Salud y medicación recientemente administrada. Si fuera necesario contactará con el Facultativo de Familia o Especialista que lo atendiera habitualmente o incluso con el Servicio de Admisión que pueda aportar datos del Historial Clínico. Si adoptadas todas las posibilidades no se puede inferir razonablemente la causa del fallecimiento, se hará constar "Causa desconocida" y se tramitará a la mayor brevedad para su análisis como "muerte judicial" por el médico forense. 

 

Las Palmas de Gran Canaria a, 29 de junio de 1998

EL DIRECTOR DEL SERVICIO 

CANARIO DE LA SALUD


Román Rodríguez Rodríguez
